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RESUMEN 

El presente Informe Jurídico está orientado a analizar el procedimiento 

administrativo contenido en el Expediente No. 212-2015/ILN-CPC, el cual fue 

promovido por la denuncia que formuló un consumidor contra varias entidades 

financieras como consecuencia de no haber brindado un servicio idóneo tras 

haberse realizado operaciones fraudulentas con sus tarjetas de crédito.  

El mencionado expediente es relevante debido a que se analiza jurídicamente la 

legitimidad de la realización de compensaciones bancarias a partir de las cuentas 

en que los consumidores -en su calidad de trabajadores- reciben sus 

remuneraciones. Dicho análisis obliga a tomar en cuenta no solo la normativa de 

protección al consumidor, sino también, la civil y la laboral, además de tener en 

cuenta jurisprudencia del Tribunal Constitucional y de la Corte Suprema. 

Asimismo, se analiza la actividad probatoria que tiene lugar en los 

procedimientos administrativos de protección al consumidor respecto a las 

medidas de seguridad que implementan los bancos para evitar consumos 

fraudulentos con las tarjetas de crédito, así como el cumplimiento de los 

proveedores de atender los reclamos o requerimientos de los consumidores. 

Por ello, en torno a lo señalado en el párrafo anterior, se identifican cinco 

problemas jurídicos. La metodología que se utiliza para el análisis respectivo se 

enfoca a realizar un análisis normativo, doctrinario y jurisprudencial sobre las 

instituciones jurídicas, materiales y procesales, que están contenidas en el 

desarrollo de cada problema planteado, para los cual se tendrá en cuenta los 

fundamentos de las partes participantes del procedimiento, así como los 

pronunciamientos que se expidieron en primera y segunda instancia. 

Palabras clave: consumidor, proveedor, idoneidad, remuneración, 

inembargabilidad, compensación, intangibilidad. 
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INTRODUCCIÓN 

 

Los hechos que dieron lugar al procedimiento sancionador contenido en el 

Expediente No. 212-2015/ILN-CPC, materia del presente informe jurídico, son 

situaciones que, lamentablemente, se producen con una preocupante frecuencia 

en los últimos años. Me refiero a los usos fraudulentos de tarjetas de crédito o 

de débito: estas situaciones no solamente se originan por el hurto o robo (como 

ocurre en el presente caso) que dan lugar a que el uso indebido se realice con 

el plástico de la tarjeta, sino que ahora ya no es necesario la presencia de este 

último (lo que ocurre por ejemplo en las transacciones en línea o mediante el 

internet). El avance de la tecnología permite acceder indebidamente a la 

información confidencial que tiene un titular para usar su tarjeta. Por ello, es 

importante no solamente exigir a este último el debido cuidado con el manejo de 

sus tarjetas, sino que también las entidades que ofrecen dichos productos 

cuenten con una serie de mecanismos que permitan impedir que operaciones no 

autorizadas por el titular (el consumidor) se validen indebidamente. Esta es una 

obligación normativa a este tipo de proveedores y que en término del Código de 

Protección y defensa del Consumidor constituye una garantía legal. Por ello, ante 

la denuncia del consumidor por no haberse brindado un servicio idóneo, el 

proveedor tiene que presentar medios probatorios que acrediten que adoptó las 

medidas de seguridad necesarias para garantizar que las operaciones 

cuestionadas por el denunciante fueron debidamente validadas.        

 

Los hechos que dieron lugar al procedimiento sancionador que concierne al 

presente informe no se limitan únicamente al desconocimiento que tenía el 

denunciante de las operaciones que se realizaron con sus tarjetas de crédito, 

sino también a que uno de los proveedores denunciados realizó 

compensaciones a partir de la cuenta de haberes del denunciante para extinguir 

las deudas que este último tenía con dicha entidad. Si bien la compensación 

bancaria es una facultad legalmente prevista, aquí la controversia surge en el 

sentido de que fue realizada a partir de las remuneraciones que percibe el 
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consumidor en su calidad de trabajador y sobre las cuales existe una protección 

constitucional.  

 

Esto último origina la necesidad de analizar a cabalidad los términos de 

inembargabilidad e intangibilidad en torno a las remuneraciones. Finalmente, la 

aparente negativa de la aseguradora a realizar la cobertura respecto a las 

operaciones no autorizadas fue denunciada también como una presunta 

infracción al deber de idoneidad. Para poder determinar si este extremo de la 

denuncia debía ser estimado corresponde revisar la legislación de la materia 

sobre aquellos casos en que existe una pluralidad de seguros. 

 

Identificación de las áreas del Derecho sobre la que versa el expediente 

elegido 

 

El análisis del expediente que he elegido para poder optar el título de abogada 

incluye en su análisis a las siguientes áreas del Derecho: 

 

− Derecho del Consumidor: Los cargos imputados en el presente 

procedimiento administrativo fueron formulados según las disposiciones del 

Código de Protección y Defensa del Consumidor (Ley No. 29571). En 

especial las relacionadas al deber de idoneidad (art. 19° de dicha norma). Por 

lo tanto, el denunciante acudió a la tutela que brinda la mencionada norma 

como un consumidor que es parte de las relaciones de consumo con las 

entidades financieras denunciadas en virtud de las tarjetas de crédito y 

débito. Además, en dichas relaciones de consumo, interviene la aseguradora 

encargada de indemnizar al consumidor titular ante el uso indebido de sus 

tarjetas. 

  

− Derecho Civil: Uno los problemas jurídicos relevante está relacionado con la 

potestad de las entidades bancarias de poder realizar las compensaciones 

respecto a las cuentas de haberes de los consumidores titulares como forma 

de extinción de las obligaciones de estos últimos 
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− Derecho Constitucional: Esta área del derecho debe ser tomada en cuenta 

respecto a dos aspectos: 

 

El capítulo económico de la Constitución obliga al Estado a garantizar los 

derechos de los consumidores. Por lo tanto, ante la presunta afectación de 

los derechos de un consumidor (en este caso, el denunciante) es necesario 

que el análisis jurídico que se realice respecto a la infracción de sus derechos 

tome en cuenta la protección expresa que brinda la Constitución; 

especialmente si en las relaciones contractuales que tiene el consumidor con 

los proveedores financieros aquel ha tenido que aceptar cláusulas 

unilateralmente redactadas. 

 

Asimismo, debe considerarse que una de las entidades bancarias 

denunciadas realizó compensaciones fue aquella en la cual al consumidor 

denunciante le depositaban sus remuneraciones. En este sentido, es 

pertinente tener en cuenta la protección constitucional con que cuentan las 

remuneraciones y el alcance de la intangibilidad que le reconoce nuestro 

ordenamiento jurídico.  

 

− Derecho Administrativo: El expediente materia de análisis comprende un 

procedimiento administrativo que, de acuerdo con el Código del Consumidor, 

tiene naturaleza sancionadora; por lo que el análisis a realizar está orientado 

a determinar si las entidades denunciadas, y posteriormente imputadas, 

infringieron las disposiciones de Código del Consumidor, en especial el deber 

de idoneidad.  

 

Además, el mencionado análisis debe contener la aplicación de aquellos 

principios que limitan la potestad sancionadora de los órganos resolutivos del 

Indecopi. Por otra parte, respecto a la actividad probatoria a realizar, debe 

evaluarse si fue debidamente aplicado el principio de Verdad Material.  
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Justificación de la elección del expediente 

 

En el presente caso se imputa a los proveedores denunciados 

(fundamentalmente entidades financieras) varios cargos relacionados con la 

infracción al deber de idoneidad (art. 19° del Código del Consumidor). Por lo 

tanto, ante los argumentos de la denuncia y los principales fundamentos 

esgrimidos en los descargos, el análisis jurídico a realizar respecto a los 

pronunciamientos que se emitieron, tanto en primera como en segunda 

instancia, implica la evaluación de controversias que incluyen temas de 

relevancia jurídica: 

 

Por un lado, la obligación de las entidades financieras de adoptar las medidas 

de seguridad para evitar las operaciones fraudulentas mediante el uso indebido 

de tarjetas de crédito y de responder los requerimientos en el plazo establecido 

conforme a la normativa aplicable. Todo ello relacionado con la protección que 

brinda nuestro ordenamiento jurídico al consumidor financiero, debiéndose 

considerar que es en este tipo de mercado donde se evidencia con mayor 

amplitud la asimetría informativa con que se encuentran los consumidores.   

 

Por otra parte, la atribución de los bancos de realizar compensaciones respecto 

a cuenta de haberes (en las que se depositan remuneraciones) de los 

consumidores es muy controvertida porque no solamente existen posiciones 

contrarias en la doctrina, sino que la Sala del Tribunal del Indecopi, quien se 

pronuncia en segunda instancia sobre las denuncias formuladas por los 

consumidores, ha aplicado durante casi una década y media criterios opuestos. 

Es más, el criterio actual es contrario a los pronunciamientos que ha tenido el 

Tribunal Constitucional y la Sala de Derecho Constitucional y Social de la Corte 

Suprema, los cuales se basan en la necesidad de priorizar la intangibilidad de 

las remuneraciones. En ese sentido, dada las diferentes posiciones respecto a 

la controversia en materia es importante analizar detenidamente las aristas que 

competen al presente caso con la finalidad de esclarecer la interpretación 
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correcta de la normativa, por la cual se aplique adecuadamente la normativa en 

las relaciones de consumo parte de este mercado.     

 

 

ABREVIATURAS 

 

CC: Código Civil, Decreto Legislativo No. 295. 

 

CPC: Código Procesal Civil No. 768. 

 

LCS: Ley del Contrato de Seguro, Ley No. 29946. 

 

LPAG: Ley del Procedimiento Administrativo General, Ley No. 27444. 

 

LGSF: Ley General del Sistema Financiero y del Sistema de Seguro y Orgánica 

de la Superintendencia de Banca y Seguros, Ley No. 26702. 

 

TUO de la LPCL: Texto Único Ordenado de la Ley de Productividad y 

Competitividad Laboral, Decreto Legislativo No. 728.  

 

TUO de la LPAG: Texto Único Ordenado de la Ley del Procedimiento 

Administrativo General, aprobado por Decreto Supremo No. 004-2019-JUS.  

 

UIT: Unidad Impositiva Tributaria. 

 

URP: Unidad de Referencia Procesal 
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MARCO NORMATIVO 

 

En el expediente materia del presente informe, el procedimiento administrativo 

de infracción a las normas de protección al consumidor que tuvo lugar como 

consecuencia de la denuncia formulada por el consumidor afectado se encuentra 

regulado en el Código de Protección y Defensa del Consumidor, Ley N° 29571 

(en lo sucesivo Código del Consumidor). Es así como los fundamentos de las 

partes intervinientes (el señor Lino, las entidades bancarias, Pacífico Seguros y 

Telefónica de Perú) y de las autoridades administrativas giran en torno a 

disposiciones sustantivas y procedimentales reguladas en la mencionada norma. 

Entre las más importantes se tienen a las siguientes: 

 

Idoneidad  

 

Correspondencia entre lo que un consumidor espera y lo que efectivamente 

recibe. La existencia de dicha correspondencia es analizada en función a lo que 

el proveedor hubiera ofrecido tácita o explícitamente. En el primer caso se 

tomará en cuenta las condiciones y circunstancias de la transacción o las 

características y naturaleza del producto o servicio; en el segundo caso, se 

tendrá en cuenta la publicidad, las etiquetas, los manuales, los contratos entre 

otros medios a través de los cuales se ha informado al consumidor. En algunos 

casos, la idoneidad se va a evaluar en función de lo establecido por una norma 

imperativa. (Artículo 18° del Código del Consumidor). 

 

Obligación de los proveedores (respecto a la idoneidad) 

 

El proveedor responde por la idoneidad y calidad de los productos y servicios 

que ofrece en el mercado. De este supuesto de responsabilidad administrativa 

que establece la mencionada norma se desprende que todo proveedor tiene el 

deber de ofrecer productos o servicios idóneos. (Artículo 19° del Código del 

Consumidor). 
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Garantías (respecto a la idoneidad) 

 

Son las características, condiciones o términos con los que cuenta el producto o 

servicio que sirven como marco referencial para determinar la idoneidad de un 

producto o servicio. Las garantías pueden ser legales, explícitas o implícitas: Una 

garantía legal es aquella que está constituida por un mandato normativo de tal 

forma que no se permite la comercialización de un producto o la prestación de 

un servicio sin cumplir con dicho mandato. Se debe asumir su inclusión en los 

contratos de consumo a pesar de que no se señale de forma expresa. La 

garantía legal no puede ser desplazada por una garantía explícita ni por una 

implícita.  (…). (Artículo 20° del Código del Consumidor). 

 

Responsabilidad administrativa del proveedor  

 

Es aquella que se atribuye a un proveedor por haber incurrido en una infracción 

según lo dispuesto por el Código del Consumidor y demás normas 

complementarias de protección al consumidor, sobre un producto o servicio 

determinado (…). (Artículo 104° del Código del Consumidor) 

 

Sanción administrativa  

 

Es el castigo previsto por una norma (en este caso, el Código del  Consumidor) 

por haber incurrido en una infracción (como por ejemplo, el incumplimiento del 

deber de idoneidad). Los órganos resolutivos del Indecopi pueden imponer dos 

clases de sanciones: amonestación y multas de hasta cuatrocientos cincuenta 

UIT. El monto de la sanción a imponer depende del tipo de infracción: leves, con 

una amonestación o con una multa de hasta cincuenta UIT; graves, con una 

multa de hasta ciento cincuenta UIT; muy graves, con una multa de hasta 

cuatrocientos cincuenta UIT. (Artículo 110° del Código del Consumidor). 
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Medidas correctivas  

 

Es una obligación que se ordena de forma adicional a una sanción por una 

infracción al Código del Consumidor. Pueden ser reparadoras y 

complementarias. Su finalidad es revertir o remover los efectos que ha producido 

la conducta infractora. Pueden ser reparadoras o complementarias y pueden 

dictarse a pedido del consumidor afectado o de oficio. (Artículo 114° del Título 

Preliminar del Código del Consumidor). 
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CAPÍTULO I 

RELACIÓN DE LOS HECHOS SOBRE LOS QUE VERSA LA 

CONTROVERSIA DE LA QUE TRATA EL EXPEDIENTE 

 

1.1.  Antecedentes 

Con fecha 1 de febrero de 2015, el señor Iván Lino Villacorta (en adelante, el 

señor Lino o el denunciante) sufrió el robo de sus tarjetas de débito y crédito. 

Como consecuencia de ello, bloqueó todas sus tarjetas. 

 

1.2.  Denuncia 

Con fecha 26 de agosto de 2015, el señor Lino formuló una denuncia1 ante la 

Comisión de Protección al Consumidor del Indecopi2 por diferentes afectaciones 

a sus derechos como consumidor. Los proveedores y hechos denunciados son 

los siguientes: 

  

Proveedor denunciado Conducta cuestionada 

El Pacífico Peruano Suiza 

Compañía de Seguros y 

Reaseguros S.A. 

Al sufrir el robo de sus tarjetas de crédito, 

gestionó ante dicha aseguradora la reposición 

de los importes sustraídos fraudulentamente, 

ya que contaba con un seguro de protección de 

tarjetas de crédito obtenido a través del Banco 

de Crédito (Póliza No. 9615989). Sin embargo, 

se negó a cubrir los montos indebidamente 

cargados a sus tarjetas que no pertenecían a 

dicho banco.  

 
1  Esta denuncia fue complementada mediante escrito de fecha 17 de noviembre de 2015. 
2  Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y de la Protección de la Propiedad 

Intelectual, entidad cuya Ley de Organización y Funciones (Decreto Legislativo No. 1033) le 
atribuye como una de sus funciones más importantes la protección de los derechos de los 
consumidores.  
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Banco de Crédito del Perú 

S.A. 

 

Injustificadamente, dicha entidad realizó dos 

cargos ascendentes a S/ 791.03 (setecientos 

noventa y uno con 03/100 Soles) y S/ 913.24 

(novecientos trece con 24/100 Soles) a la 

cuenta en la que se depositaban sus 

remuneraciones.  

BBVA Banco Continental 

S.A. 

Requirió que se le brinde información respecto 

a los consumos realizados con la tarjeta de 

crédito. Ante ello, se le comunicó que no se 

había realizado ningún consumo. Sin embargo, 

posteriormente, se le informó que con dicha 

tarjeta se había efectuado una compra 

ascendente a S/4,500.00 (cuatro mil quinientos 

con 00/100 Soles) a pesar de que informó sobre 

la sustracción de aquella. También señaló que 

no recibió respuesta respecto al requerimiento 

de información de fecha 13 de julio de 2015. 

Banco Falabella Perú S.A  

 

Con su tarjeta se consumió la suma de S/ 

1,000.00 (Mil con 00/100 Soles) por una 

transacción realizada de manera ilícita. 

Asimismo, no fue atendido el requerimiento de 

información que presentó el 08 de julio de 2015.  

Banco Ripley Perú S.A. 

 

Con la tarjeta de crédito de dicho banco se 

realizó ilícitamente un consumo por la suma de 

S/3,500 (tres mil quinientos con 00/100 Soles), 

a pesar de que informó de forma oportuna la 

sustracción de su tarjeta. Asimismo, no atendió 

el requerimiento de información de fecha 08 de 

julio de 2015. 

Telefónica del Perú S.A.A 

 

No verificó la identidad de la persona que 

fraudulentamente realizó compras de celulares.  
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Como medidas correctivas, y como consecuencia de lo señalado, solicitó que la 

Comisión ordene lo siguiente: i) la suspensión de los cobros realizados por las 

entidades financieras, ii) la cancelación de los intereses moratorios que se le 

estaban cobrando, iii) el cese de amenazas de embargo, iv) el resarcimiento por 

daño moral y económico, y v) requirió que se ordene el pago de costas y costos. 

 

Presentó como medios probatorios: 

 

− Copia de la Póliza de Seguro. 

− Copia de la denuncia efectuada ante la Policía Nacional del Perú. 

− Copia de las cartas dirigidas a los denunciados y de las respectivas cartas de 

respuesta. 

− Copia de los estados de cuenta.  

 

1.3.  Admisión a trámite de la denuncia 

Por medio de Resolución No. 02, de fecha 13 de enero de 2016, la Secretaría 

Técnica de la Comisión de Protección al Consumidor del Indecopi – Sede Lima 

Norte resolvió admitir a trámite la denuncia formulada por el señor Lino y, como 

consecuencia de ello, en virtud de lo establecido por el Código del Consumidor, 

procedió a imputar los siguientes cargos:  

 

Proveedor Cargos imputados 

El Pacífico Peruano Suiza 

Compañía de Seguros y 

Reaseguros S.A. 

No haber realizado la cobertura del seguro de 

protección de tarjetas contratado respecto a 

las tarjetas de crédito administradas por los 

bancos Falabella, BBVA y Ripley (presunta 

infracción al deber de idoneidad – artículo 19° 

del Código del Consumidor). 

Banco de Crédito del Perú 

S.A. 

Haber cargado indebidamente a la cuenta de 

haberes del denunciante los importes 
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 ascendentes a S/ 791.03 (setecientos noventa 

y un con 00/100 Soles) y S/ 913.24 

(novecientos trece con 00/100 Soles), sin 

contar con la autorización correspondiente 

(presunta infracción al deber de idoneidad – 

artículo 19º del Código del Consumidor). 

BBVA Banco Continental 

S.A. 

No haber atendido oportunamente el 

requerimiento de información de fecha 13 de 

julio de 2015 (presunta infracción a los 

deberes de información y de idoneidad – 

artículos 2° y 19° del Código del Consumidor). 

Haber cargado indebidamente a la línea de 

crédito del denunciante un consumo de fecha 

1 de febrero de 2015 ascendente a S/. 

4,500.00 soles (cuatro mil quinientos con 

00/100 Soles), (presunta infracción al deber 

de idoneidad – artículo 19° del Código del 

Consumidor). 

Banco Falabella Perú S.A  

 

No haber atendido oportunamente el 

requerimiento de información de fecha 08 de 

julio de 2015 (presunta infracción a los 

artículos. 2° y 19° del Código del Consumidor). 

Haber cargado indebidamente a la línea de 

crédito del denunciante un consumo de S/ 

1,000.00 (un mil con 00/100 Soles) fecha 1 de 

febrero de 2015 (presunta infracción al deber 

de idoneidad – artículo 19° del Código del 

Consumidor). 

Banco Ripley Perú S.A. 

 

No haber atendido oportunamente el 

requerimiento de información de fecha 08 de 

julio de 2015 (presunta infracción a los 
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deberes de información y de idoneidad – art. 

2° y 19° del Código del Consumidor). 

Haber cargado indebidamente a la línea de 

crédito del señor denunciante un consumo de 

fecha 1 de febrero de 2015 ascendente a S/ 

3,500.00 (tres mil quinientos con 00/100 

Soles) (presunta infracción al deber de 

idoneidad – artículo 19° del Código del 

Consumidor). 

Telefónica del Perú S.A.A 

 

No verificar la identidad de quien compró 

equipos telefónicos a nombre del denunciante 

(presunta infracción al deber de idoneidad – 

artículo 19° del Código del Consumidor). 

 

En dicha resolución la Secretaría Técnica de la Comisión ordenó trasladar la 

denuncia del señor Lino a los proveedores denunciados de forma que puedan 

presentar sus descargos en un plazo no mayor de cinco días hábiles. 

 

1.4.  Descargos 

Frente a los hechos denunciados que dieron lugar a los cargos imputados, los 

descargos de las entidades (proveedores) denunciadas fueron los siguientes: 

 

Proveedor Descargos 

El Pacífico Peruano 

Suiza Compañía de 

Seguros y Reaseguros 

S.A. 

Al apersonarse al procedimiento solicitó una 

prórroga para presentar sus descargos. Sin 

embargo, no los presentó incluso pasado el 

plazo de prórroga. 

Banco de Crédito del 

Perú S.A. 

 

Procedió a realizar los cargos de S/ 791.03 

(setecientos noventa y un con 03/100 Soles) y S/ 

913.24 (novecientos trece con 24/100 Soles) en 

la cuenta de ahorros del denunciante con el fin 
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de compensar la deuda que este tenía en su 

tarjeta de crédito al 20 de abril de 2015. 

Sostuvo que la facultad de compensar mediante 

cargos a la cuenta de ahorros del denunciante 

estaba estipulada en las Condiciones Generales 

del contrato de apertura de cuentas de ahorro 

suscrito, así como en el contrato suscrito por la 

tarjeta de crédito.  

El denunciante autorizó de manera convencional 

o contractual la posibilidad de que se 

compensarán sus deudas con cualquier activo 

que el banco mantuviera en su poder. Por lo 

tanto, los conceptos excluidos del derecho de 

compensación en virtud del artículo 1290° del CC 

no son aplicables al presente caso.  

BBVA Banco Continental 

S.A. 

Al apersonarse al procedimiento solicitó una 

prórroga para presentar sus descargos. Sin 

embargo, no los presentó. 

Banco Falabella Perú S.A  

 

Señaló que cuando se realizó el consumo 

cuestionado se encontraba activa la tarjeta.  

Según la captura de pantalla “Consultas Log” de 

su sistema, para efectuar la operación se usó la 

información contenida en el plástico de la tarjeta 

de crédito del denunciante.  

El bloqueo de la tarjeta de crédito se produjo 

después de efectuarse la validación de la 

operación cuestionada; por lo tanto, la 

responsabilidad sobre dicho consumo recaía en 

el denunciante.  

Con anterioridad a la interposición de la 

denuncia, procedió a extornar de la cuenta del 
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denunciante el consumo no reconocido. Por lo 

tanto, la denuncia en este extremo tiene que 

declararse improcedente. 

Banco Ripley Perú S.A. 

 

La operación materia de denuncia fue autorizada 

mediante la lectura de la banda magnética de la 

tarjeta de crédito de titularidad del señor Lino. 

Implementó medidas de seguridad para evitar 

que terceras personas realicen consumos no 

autorizados.  

Estaba exenta de responsabilidad por los 

consumos realizados con anterioridad a la 

comunicación del incidente ocurrido sobre la 

tarjeta de crédito. 

El consumo materia de denuncia generó una 

alerta en el sistema de monitoreo del banco; 

siendo este el motivo por el cual se realizó el 

bloqueo preventivo. 

La respuesta al requerimiento de información fue 

enviada el 26 de agosto de 2015 mediante correo 

electrónico y una carta recibida por el 

denunciante el 31 de agosto de 2015.  

Telefónica del Perú 

S.A.A 

Al apersonarse al procedimiento solicitó una 

prórroga para presentar sus descargos. Sin 

embargo, no los presentó 

 

1.5.  Resolución sobre la medida cautelar solicitada por el denunciante  

Con fecha 27 de enero de 2016, la Comisión emitió la Resolución No. 062-

2016/ILN-CPC mediante la cual denegó la medida cautelar solicitada por el 

denunciante respecto a la suspensión del pago pendiente sobre las operaciones 

no reconocidas. Fundamentalmente, dicha resolución se basó en que los 

consumos no reconocidos fueron realizados con las tarjetas de crédito que son 
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administradas por las entidades financieras denunciadas; no siendo posible en 

ese momento concluir que ellas eran responsables de las operaciones materia 

de denuncia.  

 

1.6.  Resolución de la Comisión de Protección al Consumidor del Indecopi 

Sede Lima Norte 

Con fecha 17 de febrero de 2016, mediante Resolución No. 161-2016/ILN-CPC, 

la Comisión declaró: 

 

Respecto a Pacífico Seguros 

− Fundada la denuncia por infracción del artículo 19° del Código del 

Consumidor.  

Sanción: multa de 8 UIT. 

Medida correctiva: Otorgar la cobertura del seguro de protección de tarjetas 

en los términos señalados en la póliza, respecto a los consumos no 

reconocidos por el denunciante realizados con sus tarjetas de crédito 

emitidas por Banco Ripley y BBVA Continental, aplicando el interés moratorio 

respectivo 

 

Respecto al Banco de Crédito 

− Fundada la denuncia por infracción del artículo 19° del Código del 

Consumidor.  

Sanción: multa de 2 UIT. 

Medida correctiva: Devolver al cliente el total de los descuentos efectuados 

indebidamente, ascendentes a S/ 1,704.27 (mil setecientos veinticuatro con 

27/100 Soles), aplicando los intereses compensatorios pactados en el 

Contrato de Apertura de Cuenta de Ahorros desde la fecha de descuento 

hasta la fecha de devolución efectiva. 

 

 

. 
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Respecto al Banco Falabella 

− Fundada la denuncia por infracción del artículo 19° del Código del 

Consumidor (validación indebida de operación no reconocida). 

Sanción: amonestación.  

Medida correctiva: Gestionar la rectificación de la información reportada 

respecto al cliente ante la Central de Riesgos del Sistema Financiero, 

correspondiente a los montos de deuda y a la clasificación crediticia. 

− Fundada la denuncia por infracción del artículo 19° del Código del 

Consumidor (requerimiento de información).  

Sanción: multa de una UIT.  

 

Respecto al Banco Ripley 

− Infundada la denuncia por presunta infracción del artículo 19° del Código del 

Consumidor (validación indebida de operación no reconocida). 

− Fundada la denuncia por infracción del artículo 19° del Código del 

Consumidor (requerimiento de información). 

Sanción: multa de una UIT.  

 

Respecto al BBVA 

− Fundada la denuncia por infracción del artículo 19° del Código del 

Consumidor (validación indebida de operación no reconocida). 

Sanción: multa de 3 UIT. 

Medida correctiva: Gestionar la rectificación de la información reportada 

respecto al cliente ante la Central de Riesgos del Sistema Financiero, 

correspondiente a los montos de deuda y a la clasificación crediticia. 

− Fundada la denuncia por infracción del artículo 19° del Código del 

Consumidor (requerimiento de información). 

Sanción: multa de 1 UIT. 
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Respecto a Telefónica del Perú   

− Improcedente la denuncia contra Telefónica por presunta infracción del 

artículo 19° del Código del Consumidor.  

 

Asimismo, la Comisión dispuso:  

− Condenar a Pacífico Seguros, Banco de Crédito, Banco Falabella, Banco 

Ripley y BBVA Continental a que cumplan con pagar solidariamente al 

denunciante las costas del procedimiento, sin perjuicio de su derecho de 

solicitar la liquidación de los costos y una vez que la mencionada resolución 

quede consentida. 

− Disponer la inscripción de Pacífico Seguros, Banco de Crédito, Banco 

Falabella, Banco Ripley y BBVA Continental en el Registro de Infracciones y 

Sanciones del Indecopi.  

 

1.7.  Recursos de Apelación 

No conforme con lo resuelto en primera instancia, los proveedores denunciados 

interpusieron recurso de apelación3: 

Impugnante Fundamentos 

El Pacífico Peruano 

Suiza Compañía de 

Seguros y 

Reaseguros S.A. 

La tarjeta de crédito Ripley contaba con un seguro 

adicional de protección, perteneciente a Seguros 

Mapfre. Por ello, comunicó al denunciante que en caso 

dicha aseguradora no efectúe la devolución del monto 

sustraído, quedaba a salvo su derecho de solicitar el 

reembolso de aquel importe. 

La Comisión no podía inferir que había negado de 

forma injustificada el reembolso del monto sustraído 

mediante la tarjeta BBVA ya que dicho rechazo se 

 
3  Con fecha 31 de marzo de 2016 la Secretaría Técnica de la Comisión concedió los recursos 

de apelación interpuestos por Banco de Crédito, Banco Falabella y BBVA Continental; sin 
embargo, tuvo por no presentado el de Pacífico Seguros, debido a que, si bien presentó el 
escrito de manera virtual, mediante correo electrónico, no cumplió con presentarlo de manera 
complementaria, de forma física en mesa de partes. En la actualidad, este requisito ya no es 
exigible de acuerdo con lo previsto en el numeral 3) del art. 128° del TUO de la LPAG. 
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encontraba contenido en las Exclusiones del 

Certificado de Seguros de Protección de Tarjeta. Sin 

perjuicio de ello, si dicho banco no accedía a lo 

solicitado, el denunciante podía solicitar dicha 

cobertura. 

Comunicó al denunciante que se estaría efectuando la 

devolución temporal del importe reclamado 

correspondiente a la tarjeta Falabella. Asimismo, le 

informó que el resultado final de la solicitud de 

devolución dependía de la decisión final que adoptará 

el banco. 

Banco de Crédito 

del Perú S.A. 

 

En pronunciamientos anteriores la Sala señaló que se 

permitía cargar en las cuentas los saldos de las 

deudas que los consumidores mantuvieran 

pendientes de pago, cuando ello hubiese sido 

acordado en sus contratos, incluso en aquellas 

cuentas en las que se depositaban fondos 

provenientes de remuneraciones y pensiones. 

La Comisión incluyó requisitos normativos adicionales 

a la cláusula de compensación para reconocer la 

eficacia obligacional del pacto entre el consumidor y la 

entidad financiera. 

La cláusula aplicable al contrato de tarjeta de crédito 

del señor Lino señalaba la autorización de 

compensación. 

BBVA Banco 

Continental S.A. 

La Comisión no cumplió con verificar plenamente los 

hechos que sirvieron de motivo a sus decisiones. 

La operación de consumo de S/ 4,500.00 (cuatro mil 

quinientos con 00/100 Soles) fue realizada 

válidamente. Dicha transacción se efectuó cuando la 

tarjeta de crédito del cliente se encontraba activa. 
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Además de que no tenía cómo advertir que quien 

estaba utilizando la tarjeta no era el titular. 

Ofreció la impresión de su sistema informático 

denominado “Listado de Operaciones Centro 

Autorizador MC-31”, el cual registraba que la 

operación cuestionada fue válidamente realizada 

mediante la incorporación de “OK”.  

Del documento expedido por su sistema, denominado 

“Datos de la Tarjeta”, se desprendía que se 

encontraba activa la tarjeta al momento de realizada 

la transacción no reconocida. El bloqueo se realizó 

después de efectuada la operación denunciada.  

Atendió oportunamente el requerimiento de 

información planteado por el denunciante, siendo que 

en dicha oportunidad no existía un plazo máximo de 

atención de instrumentos como el cursado por el 

usuario. 

Banco Falabella 

Perú S.A  

 

No se valoró el documento denominado “Consulta 

Log” de su sistema, el cual fue presentado de manera 

oportuna en el escrito de descargos. En dicho 

documento se podía verificar el sustento de que la 

operación no reconocida fue válida, ya que expresaba 

que fue procesada cuando la tarjeta de crédito se 

encontraba “activa”.  

 

1.8. Resolución Final de la Sala Especializada en Protección al Consumidor   

Con fecha 02 de noviembre de 2016, mediante Resolución No. 4152-2016/SPC-

INDECOPI, la Sala especializada en Protección al Consumidor del Indecopi 

declaró revocar:  
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− La resolución apelada en el extremo que declaró fundada la denuncia contra 

Banco de Crédito por infracción del artículo 19° del Código del Consumidor; 

y, reformándola, declararla infundada al haber quedado acreditado que se 

encontraba expresamente facultado para efectuar la compensación de la 

deuda del cliente contra los fondos de la cuenta que mantenía bajo su 

administración. 

− La resolución apelada en el extremo que declaró fundada la denuncia contra 

Banco Falabella por infracción del artículo 19° del Código del Consumidor; y, 

reformándola, declararla infundada al haber quedado acreditado que cargó 

de manera válida el consumo a la línea de la tarjeta del denunciante. 

− La resolución apelada en el extremo que declaró fundada la denuncia contra 

BBVA Continental por infracción del artículo 19° del Código del Consumidor; 

y, reformándola, declararla infundada al haber quedado acreditado que cargó 

de manera válida el consumo a la línea de la tarjeta del denunciante. 

 

Asimismo, dispuso confirmar:  

− La resolución apelada en el extremo que declaró fundada la denuncia contra 

BBVA Continental por infracción del artículo 19° del Código del Consumidor, 

al haber quedado acreditado que no atendió el requerimiento de información 

cursado por el denunciante.  

− La resolución apelada en el extremo que sancionó a BBVA Continental con 

una multa de una UIT por no atender el requerimiento presentado por el 

denunciante.  

− La resolución apelada en el extremo que condenó a BBVA Continental a que 

pague a favor del denunciante y de forma solidaria con los demás 

proveedores infractores - las costas del procedimiento.  

− La resolución apelada en el extremo que dispuso la inscripción de BBVA 

Continental en el Registro de Infracciones y Sanciones del Indecopi 

 

Con la emisión de dicha resolución se agotó la vía administrativa. 
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CAPÍTULO II 

IDENTIFICACIÓN DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS 

JURÍDICOS 

De acuerdo con los hechos más relevantes desarrollados en el capítulo anterior, 

se advierte que los problemas jurídicos más relevantes que se analizarán 

detalladamente más adelante son los siguientes:  

 

2.1.  ¿Incumplió Pacífico Seguros con realizar la cobertura del seguro de 

protección de tarjetas contratado por el denunciante para las tarjetas 

de crédito administradas por los bancos Falabella, Ripley y BBVA 

Continental? 

 

2.2. ¿Cargó indebidamente el Banco de Crédito a la cuenta sueldo del 

denunciante los importes de S/ 791.03 y S/ 913.24, al no contar con su 

autorización?  

 

2.3. ¿Cargaron los bancos BBVA Continental, Falabella y Ripley 

indebidamente a las líneas de crédito del denunciante determinados 

consumos no reconocidos?  

 

2.4.  ¿Atendieron oportunamente los bancos BBVA Continental, Falabella y 

Ripley los requerimientos de información presentados por el 

denunciante? 

 

2.5.  ¿Era competente la Comisión para pronunciarse sobre la denuncia 

formulada contra Telefónica del Perú? 
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CAPÍTULO III 

ANÁLISIS Y TOMA DE POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE 

CADA UNO DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS JURÍDICOS 

 

3.1.  ¿Incumplió Pacífico Seguros con realizar la cobertura del seguro de 

protección de tarjetas contratado por el denunciante para las tarjetas 

de crédito administradas por los bancos Falabella, Ripley y BBVA 

Continental? 

En nuestro ordenamiento jurídico la protección al consumidor debe aplicarse 

considerando como punto de partida el doble mandato que realiza la Constitución 

al Estado en su artículo 65°, según el cual, este debe defender a los 

consumidores; y, en consecuencia, garantizar el respeto de sus derechos como 

los de información, salud y seguridad. Dicho mandato es comentado por Sosa 

(2011) como un “deber especial de protección”, la cual está dirigida al “interés de 

los consumidores y usuarios”, lo que a su vez les permite exigir tutela sobre estos 

(p. 153). En ese sentido, la Constitución reconoce que el ser mismo denominado 

“consumidor”, es decir, cualquier persona que como parte de una relación en el 

mercado actúe como tal, tiene intereses que deben ser protegidos. 

 

Esta protección a favor del consumidor se justifica porque la norma constitucional 

encuentra al consumidor en una situación de desventaja frente al proveedor, ya 

que este último suele tener un mejor acceso a la información existente en el 

mercado (asimetría informativa), lo cual origina que los consumidores en las 

diferentes transacciones comerciales asuman constantemente el riesgo de ser 

inducidos a error.  En otras palabras, el consumidor, no siempre tiene 

conocimiento de la información que requiere para decidir en relación a lo que 

necesita, lo cual sucede porque no tiene acceso a esta o el flujo de esta 

información o es factible de ser entendida por el consumidor. Por lo tanto, debido 

a esta asimetría de información entre proveedores y consumidores es posible 

que ocurran alteraciones que no permitan o imposibiliten la toma de decisiones 

que estén conformes a los intereses del consumidor (Vega, 2004). 



28 
 

Ello ha originado que, a nivel legislativo, el Código del Consumidor imponga a 

los proveedores la obligación de brindar a los consumidores la información 

relevante en forma veraz, accesible y oportuna, sino también la obligación del 

proveedor de cumplir con lo que ha ofrecido y que se plasma en la mencionada 

norma mediante el deber de idoneidad. 
 
El artículo 18° del Código del Consumidor al definir a la idoneidad como aquella 

“correspondencia entre lo que un consumidor espera y lo que efectivamente 

recibe”, reconoce a los consumidores el derecho de recibir productos o servicios 

idóneos. De esta forma, se concretiza en gran parte el mandato constitucional 

de tutela a favor de los consumidores. El Código del Consumidor no solamente 

garantiza a los consumidores el poder acceder a aquella información relevante 

que le permitirá tomar decisiones -valga la redundancia- informadas que 

satisfagan sus legítimos intereses, sino que obliga al proveedor a cumplir con 

aquello que tácitamente o expresamente ha ofrecido al consumidor para tener 

su preferencia; o en todo caso a garantizar que el producto o servicio que ofrece 

en el mercado cumple con aquello dispuesto por nuestro ordenamiento jurídico. 

Al respecto, Stucchi (2011), explica de forma pertinente y acertada la relación 

entre el derecho de acceso a la información y el de recibir productos o servicios 

idóneos señalando que el proveedor puede hacer efectiva la entrega de 

información veraz y respetar la elección del consumidor, pero si no cumpliera 

con lo acordado –sea de forma expresa o implícita– se afectaría igualmente el 

derecho de idoneidad del consumidor. 
 

Como deber del proveedor, mediante la idoneidad, el Código del Consumidor 

obliga al proveedor a cumplir con aquello que ha ofrecido al consumidor y que 

ha originado que este último opte por lo que este ha ofrecido en el mercado. En 

ese sentido, concuerdo con lo señalado por Rodríguez (2009) respecto a que un 

factor importante que permite medir qué tan satisfecho se encuentra el 

consumidor sobre el producto o servicio pactado es el de la idoneidad (p. 38). 

Esto a consideración de que el consumidor estará satisfecho solo si lo que recibe 

(servicio o producto) está conforme a la información brindada por el proveedor, 

puesto que recibe exactamente lo que esperaba. En esta misma línea 
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argumentativa, la Sala de Defensa de la Competencia No. 2 (Resolución 

No.1170-2009/SC2-INDECOPI) ha considerado lo siguiente:  

Lo que el consumidor espera recibir dependerá de la información brindada 

por el proveedor. Por ello, al analizar la idoneidad del producto o servicio 

deberá considerarse lo ofrecido por el proveedor, ya sea a través de la 

publicidad o medios directos individualizados. Por lo tanto, en aquellos 

casos en que el producto o servicio brindado por el proveedor no tenga 

las mismas características que le fueron ofrecidas, se habrá infringido el 

deber de idoneidad. (Expediente No. 2169-2007/CPC, fundamento 6) 
 

Se advierte, por lo tanto, que nuestra norma de protección al consumidor no solo 

garantiza a los consumidores el acceso a la información necesaria para adoptar 

decisiones adecuadas de consumo, sino que también le asegura que el 

proveedor va a cumplir con lo que ofreció. Si esto no ocurre, conforme al artículo 

19 del Código del Consumidor, el proveedor incurriría en responsabilidad 

administrativa pasible de sanción y de que se impongan las medidas correctivas 

correspondientes. Es a partir de ello que Espinoza (2012) asevera que, en lo que 

respecta a la protección del consumidor, tanto el deber de idoneidad como el 

deber de recibir información son pilares fundamentales (p. 208). Cabe precisar 

que ambos no son independientes uno del otro, puesto que para analizar el 

cumplimiento del deber de idoneidad es imprescindible que al consumidor se le 

haya brindado la información respectiva sobre lo contratado. 

 

El presente problema jurídico (la negativa de la aseguradora a realizar la 

cobertura a la cual estaba obligado contractualmente) se basa en la imputación 

que realizó la Secretaría Técnica de la Comisión como una presunta infracción 

al deber de idoneidad conforme a lo dispuesto por el artículo 19° del Código del 

Consumidor. Por lo tanto, se tendrá que evaluar si existió correspondencia entre 

lo esperado y lo recibido tomando como referencia: i) lo dispuesto por alguna 

norma de carácter imperativo (con rango de ley o no), ii) lo acordado previamente 

con el consumidor o informado explícitamente a este último, y iii) la naturaleza o 

finalidad del producto o servicio según los usos y costumbre del mercado. Esto 
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último está regulado en el artículo 20° del Código del Consumidor, según el cual: 

 “Las garantías son las características, condiciones o términos con los que 

cuenta el producto o servicio. Las garantías pueden ser legales, explícitas o 

implícitas (…)”. En otras palabras, como lo ha expresado Rodríguez (2014), 

“estos factores le permiten a la autoridad evaluar las expectativas del consumidor 

y concluir si estas son tutelables” (p. 303).   

 

El cargo formulado y que ha dado lugar al problema jurídico materia de análisis 

fue calificado como una presunta infracción al deber de idoneidad porque se 

entiende que, una vez realizadas las operaciones no reconocidas materia de 

denuncia, el señor Lino tuvo la expectativa de que Pacífico Seguros efectúe la 

cobertura contratada para todas las tarjetas de crédito respecto de las cuales se 

realizaron dichas operaciones, pero la aseguradora le respondió (según los 

términos denuncia) que la cobertura iba a proceder únicamente para las tarjetas 

pertenecientes al Banco de Crédito.  

 

Ahora bien, para determinar si Pacifico Seguros es responsable 

administrativamente por dicha falta de correspondencia debemos considerar 

como parámetro de referencia la póliza de seguro suscrita entre ambas partes. 

Solo de esta forma se podrá concluir si se infringió el deber de idoneidad en el 

presente caso. 

 

Durante el curso del presente procedimiento, Pacífico Seguros no presentó sus 

fundamentos de descargos en primera instancia, y luego ejerce su derecho de 

defensa en la apelación que formuló contra la resolución de la Comisión, pero 

debido a que no fue admitido dicho recurso4, la Sala no pudo emitir un 

pronunciamiento respecto a si infringió o no el deber de idoneidad.  

 

 
4  Se tuvo por no presentado el de Pacífico Seguros, debido a que, si bien presentó el escrito 

de manera virtual, mediante correo electrónico; no cumplió con presentarlo de manera 
complementaria, de forma física en mesa de partes. 
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La omisión respecto a la presentación de descargos no impedía que la Comisión 

realice el análisis pertinente para determinar la existencia de responsabilidad 

administrativa, teniendo en cuenta que de acuerdo al numeral 9 del artículo 248° 

del TUO de la LPAG, salvo que exista evidencia en contrario tiene que 

presumirse la licitud en el accionar de Pacífico Seguros (Principio de Presunción 

de Licitud). En virtud de este principio las entidades deben presumir que los 

administrados han actuado según sus deberes mientras no exista evidencia en 

contrario.  

 

De acuerdo a lo comentado por Guzmán (2011), “el principio de licitud implica 

que la Administración tiene la carga de prueba de demostrar que el administrado 

ha cometido la infracción” (p. 826). 

 

Además, la observancia del Principio de Verdad Material, recogido por el numeral 

1.11 del artículo IV del Título Preliminar del TUO de la LPAG, obligaba a la 

Comisión a que analice los medios probatorios presentados por el denunciante, 

y a que, de ser el caso, requiera de oficio los medios probatorios necesarios para 

que mejorar la base su análisis y poder resolver conforme a ello.  Esto quiere 

decir que la Comisión debe solicitar también los medios probatorios que 

considere necesarios para poder realizar su investigación y posterior análisis del 

caso; o como afirma Morón (2019), debería “agotar de oficio los medios de 

prueba a su alcance” (p. 116). 

 

Como todo principio aplicado a un procedimiento administrativo, el de Verdad 

Material conlleva un valor específico, por el cual, la autoridad administrativa que 

está cargo de instruir o resolver un determinado procedimiento administrativo no 

puede claudicar en llegar a la verdad al momento de sustentar sus decisiones. 

De lo contrario, no solo su análisis sería insuficiente por no contar con medio 

probatorios que sustenten los hechos y las alegaciones de las partes, sino que 

su conclusión no sería justa, coherente ni conforme a la realidad puesto que 

estaría viciada desde el momento en que se dan por cierto afirmaciones que no 

cuenta con respaldo suficiente. En ese sentido, en aplicación de dicho principio, 



32 
 

las entidades públicas deben emitir actos administrativos de acuerdo con la ley 

y la verdad. (Murillo, 2011) 

  

Es decir, para que dichas autoridades adopten una decisión que incide 

jurídicamente en los administrados debe haberse provisto de todos los medios 

probatorios necesarios para poder encontrar lo que realmente ha ocurrido. Esto 

último es más relevante en el contexto de un procedimiento administrativo 

sancionador por dos razones importantes: i) existe siempre un bien jurídico a 

tutelar (la defensa del consumidor que se origina de un mandato constitucional), 

y ii) nuestro ordenamiento jurídico parte de la premisa de que los administrados 

han actuado conforme a ley.  

 

Ambos principios deben ser tomados en cuenta en el desarrollo del 

procedimiento de infracción de normas de protección al consumidor, 

procedimiento del cual la Sala Especializada Protección al Consumidor en la 

Resolución No. 3484-2012/SPC-INDECOPI considera que los procedimientos 

sancionadores de protección al consumidor constituyen el mecanismo diseñado 

por el legislador para hacer efectivo la acción de interés público que el Estado 

ha confiado a las entidades públicas en el cumplimiento de sus funciones, entre 

las cuales se encuentra la protección del consumidor; según lo dispuesto por el 

art. 65° de  nuestra norma principal y en el marco de los principios y valores 

consagrados en su capítulo económico. (Expediente No. 1894-2010/CPC, 

fundamento 11) 

 

Por otra parte, debe considerarse que la presunta infracción al deber de 

idoneidad se imputó a Pacífico Seguros el haber negado injustificadamente la 

cobertura que correspondía ante las operaciones fraudulentas que se realizaron 

con las tarjetas de crédito del señor Lino. Es pertinente señalar que, mediante 

un seguro, como hecho económico, un sujeto – el asegurado- revierte sobre otro 

-la aseguradora- las consecuencias de un daño, si este se verifica; pero lo 

esencial, es la transferencia del riesgo, tanto que, aunque el daño no se verifique, 

no por eso el seguro carece de su objeto o de su causa. (Cavero-Egúsquiza, 
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2008, p. 36). A nivel normativo se tiene que la LCS define al contrato de seguro 

como “aquel por el que el asegurador se obliga, mediante el cobro de una prima 

y para el caso de que se produzca el evento cuyo riesgo es objeto de cobertura, 

a indemnizar dentro de los límites pactados el daño producido al asegurado o a 

satisfacer un capital, una renta u otras prestaciones convenidas”. 

  

De dicha definición normativa se desprende que, el evento cuyo riesgo es objeto 

de cobertura fueron las operaciones cuestionadas por el señor Lino en su 

denuncia. Una vez que la omisión de cobertura fue imputada como infracción al 

deber de idoneidad, la aseguradora en sus descargos debió ofrecer medios 

probatorios que justifiquen la mencionada omisión de cobertura. Sin embargo, 

dicha empresa no presentó sus descargos. Ante este escenario, en aplicación 

del Principio de Verdad Material, el mencionado colegiado advirtió que en el 

certificado de seguro (presentado por el señor Lino), se incluía dentro de las 

coberturas la correspondiente al uso indebido de tarjetas distintas a las del Banco 

de Crédito por un monto de hasta S/ 9,737 (nueve mil setecientos con 37/100 

Soles) o US$ 3,500 (tres mil quinientos con 00/11 Dólares). Sobre la base de 

ello, consideró lo señalado por Pacífico Seguros en su carta de respuesta de 

fecha 02 de marzo de 2016 mediante la cual indica: 

 

− Respecto a la tarjeta Ripley: que ya contaba con un seguro de protección 

para uso indebido de dicha tarjeta 

− Respecto a la tarjeta BBVA: era necesario esperar la respuesta de dicho 

banco ante el reclamo presentado por el denunciante 

− Respecto a la tarjeta Falabella: era necesario esperar la respuesta de dicho 

banco ante el reclamo presentado por el denunciante, independientemente 

que había realizado una devolución parcial del monto materia de reclamo 

 

La Comisión consideró que hubo una respuesta negativa de Pacifico Seguros 

que era injustificada a la luz de lo establecido en el Certificado de Seguros de 

Protección de Tarjeta. Sin embargo, erróneamente, no advirtió que: 
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− No efectuó la cobertura de la operación realizada con la tarjeta Ripley porque 

dicho producto contaba con un seguro de protección de tarjetas adicional (de 

Mapfre Seguros). En consecuencia, al existir concurrencia de coberturas, 

conforme el art. 14° de las Cláusulas Generales de Contratación para 

Riesgos Generales, la aseguradora imputada estaba obligada únicamente a 

efectuar la cobertura de forma proporcional a la cantidad asegurada. 

Asimismo, en la carta de fecha 09 de julio del 2015, se le comunicó al 

denunciante que en caso Mapfre no acceda a la devolución del monto 

sustraído quedaba a salvo su derecho de solicitar el reembolso de aquel 

importe. 

− Se estaba dejando a salvo el derecho del denunciante de que solicite la 

cobertura en caso de que el BBVA no responda de forma satisfactoria el 

reclamo presentado. Algo similar sucedió en el caso del Banco Falabella, ya 

que este le informó al denunciante que el resultado final de la solicitud de 

devolución dependía de la decisión final que adopte dicha compañía. 

− El Certificado de Seguros de Protección de Tarjeta también estipulaba que 

Pacífico Seguros podría solicitar de forma complementaria otros documentos 

que permitan analizar lo sucedido. Dicha potestad se amparó en lo dispuesto 

por el art. 11° del Reglamento para la Gestión y Pago de Siniestros, aprobado 

por la Resolución SBS No. 3202-2013 y sus modificatorias, el cual estipula 

que en aquellos casos en que la aseguradora requiriera documentación o 

informacional del asegurado se suspenderá el plazo de respuesta de esta 

hasta que se presente lo requerido. 

 

3.2.  ¿Cargó indebidamente el Banco de Crédito a la cuenta sueldo del 

denunciante los importes de S/ 791.03 y S/ 913.24, al no contar con su 

autorización?  

En el año 2010, con la emisión de la Resolución N° 0199-2010/SC2-INDECOPI 

por parte de la Sala de Defensa de la Competencia N° 15, la cual prohibió la 

 
5  Actualmente denominada Sala Especializada en Protección al Consumidor. 
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compensación bancaria prevista en el art. 172° de la Ley General del Sistema 

Financiero, aprobada por Ley N° 26702 y sus modificatorias, a partir de las 

remuneraciones depositadas en cuentas bancarias6, surgió una controversia 

importante respecto a la atribución de los bancos a realizar dicho tipo de 

compensación. Posterior a la mencionada resolución, la Sala del Tribunal del 

Indecopi ha emitido diferentes resoluciones en sentidos contrarios. Asimismo, 

los criterios adoptados por esta no necesariamente han coincidido con lo 

establecido por la Sala de Derecho Constitucional y Social de la Corte Suprema 

en los procesos contenciosos administrativos iniciados contra la mencionada 

entidad  

 

Ante este escenario, considero pertinente referirnos a las disposiciones 

normativas relacionados directamente con la controversia materia de este 

análisis:  

− Art. 1290° del Código Civil, aprobado mediante Decreto Legislativo Nº 245 y 

sus modificatorias: el cual establece que se prohíbe la compensación, entre 

otros supuestos, del crédito inembargable. 

− Art. 648° del Código Procesal Civil. el cual dispone que son inembargables 

las remuneraciones y pensiones, cuando no excedan de cinco URP 7 

− Art. 132° de la LGS, cuyo inciso 11 establece el derecho de compensación 

de las empresas entre sus acreencias y los activos del deudor que mantenga 

en su poder, hasta por el monto de aquellas, como una forma de atenuación 

de los riesgos para el ahorrista: Es importante acotar que dicha 

compensación presenta como límite a los activos legales o contractualmente 

declarados intangibles. 

 

Ahora bien, teniendo en cuenta que la norma financiera hace referencia al 

término compensación sin profundizar al respecto, es pertinente recurrir a la 

 
6  Con la publicación del Decreto Supremo No. 003-2010-TR se dispuso la bancarización de las 

remuneraciones de los trabajadores.  
7 Dicho dispositivo normativo prevé en este supuesto que el exceso es embargable hasta una 

tercera parte. 
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compensación regulada en el Código Civil. Conforme al artículo 1288° de esta 

norma: 

“Por la compensación se extinguen las obligaciones recíprocas, líquidas, 

exigibles y de prestaciones fungibles y homogéneas, hasta donde 

respectivamente alcancen, desde que hayan sido opuestas la una a la 

otra. La compensación no opera cuando el acreedor y el deudor la 

excluyen de común acuerdo.” 

 

De una revisión del dicho artículo, se advierte que se está frente a una 

compensación voluntaria ya que al dejar abierta la posibilidad de que ambas 

partes (acreedor y deudor) puedan acordar que no se realice, se desprende que 

ambas partes pueden decidir celebrarla. En palabras de Osterling y Castillo 

(2008), “nace de la voluntad de uno de los acreedores por extinguir la deuda que 

tiene con su contraparte” (p. 34), es decir, ambos autores sostienen que esta 

sería otro tipo de compensación distinta a la legal, puesto que esta última existe 

porque tiene base en la ley.  

 

Es pertinente traer a colación que en oposición a la compensación voluntaria 

existe la legal que es aquella que se produce por mandato de la ley; siempre que 

se cumplan los requisitos mínimos de reciprocidad, exigibilidad, liquidez y 

fungibilidad de dos o más obligaciones entre acreedor y deudor (Osterling y 

Castillo, 2008). Ambas clases de compensación parten de un criterio: el origen. 

 

Por otro lado, Valencia (2022) sostiene que la principal diferencia entre ambas 

clases de compensaciones radica en la existencia necesaria de manifestación 

de voluntad de una de las partes por efectuar la compensación. (p. 40) 

 

Respecto a la compensación que realizan las entidades bancarias, se advierte 

que para estas no se trataría de una compensación legal, lo cual concuerda con 

lo mencionado por López (2018) en tanto lo anterior se debe a la suscripción de 

contratos para abrir cuentas de ahorros en las que se autoriza a los bancos a 

realizar cargos en cualquier cuenta (p.17).  
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Debido al problema jurídico que se está analizando, es importante acotar que 

nuestra normativa civil establece algunos impedimentos a la compensación 

como forma de extinción de obligaciones. Uno de ellos, como ya se ha señalado 

previamente, lo constituye el crédito inembargable, pudiendo constituir uno de 

estos supuestos las remuneraciones (hasta el límite de las 5 URP); por lo que 

estaríamos frente a un activo legalmente intangible (límite a la compensación 

bancaria). Este fue el criterio adoptado por la Sala en la Resolución No. 0199-

2010/SC2-INDECOPI, el cual, además, tuvo como sustento lo sostenido por el 

Tribunal Constitucional en la sentencia recaída en el Expediente No. 0691-2004- 

AA/TC según el cual, no se debe permitir que los bancos realicen el embargo de 

cuentas, cuando a través de ellas se realice el pago de remuneraciones; ya que 

ello implica desconocer lo previsto por el art. 648°, inciso 6), del CPC. 

(fundamento 7) 

 

En aquella resolución, la Sala hizo caso omiso a la opinión que expidió la SBS 

en el Oficio No. 34376-2009-SBS8, mediante el cual dispone respecto a la 

compensación bancaria lo siguiente:  

Las remuneraciones o pensiones percibidas por los trabajadores, 

cesantes y jubilados según corresponda, pierden dicho carácter al 

momento de transferirse a una cuenta bancaria, pasando a convertirse en 

un depósito irregular como los demás existentes en la empresa 

depositaria (cuentas corrientes, cuentas de ahorro, etc.), los cuales no son 

bienes inembargables, sino que se encuentran expuestos al eventual 

ejercicio del derecho de compensación.9  
 

8  El mencionado oficio señala que la SBS opinaba que las remuneraciones o pensiones pierden 
dicho carácter al momento de transferirse a una cuenta bancaria, pasando a convertirse en 
un depósito irregular, los cuales no eran bienes inembargables. Por lo tanto, se encontraban 
expuestos al ejercicio del derecho de compensación. En este sentido, la mencionada entidad 
no compartía el criterio fijado por el Tribunal Constitucional en la sentencia (no vinculante 
recaída en el Expediente N.º 0691-2004- AA/TC, el cual se basaba en la aplicación del 
numeral 6 del art. 648º del CPC. 

9  En dicho oficio la SBS se apartó del criterio establecido por el TC en la mencionada sentencia 
recaída en el Expediente N° 0691-2004- AA/TC señalando su carácter no vinculante lo cual 
es discutible ya que según lo previsto por el tercer párrafo del artículo VI del anterior Código 
Procesal Constitucional las sentencias emitidas por el TC son vinculantes 
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Posteriormente, el Tribunal del Indecopi emitió la Resolución No. 3448-

2011/SC2-INDECOPI que varió el criterio señalado anteriormente, según el cual, 

los bancos sí podrían realizar descuentos a las cuentas de los clientes. En este 

caso, la Sala consideró que se tenía que diferenciar la compensación bancaria 

del embargo, teniendo en cuenta que en este último supuesto era imperativo 

aplicar el límite establecido por el art. 648° del Código Procesal Civil; además de 

que las cláusulas de contratación bajo las cuales los bancos contratan con los 

consumidores han sido aprobados por la SBS. Como consecuencia de ello, la 

decisión de los consumidores de afectar sus cuentas de remuneraciones era 

válida cuando actuaba de forma voluntaria, bajo su autonomía contractual.  

(Expediente No. 067-2010/CPC-INDECOPI-ICA, fundamento 29). 

 

Este criterio fue corroborado con la Resolución N° 1706-2014/SPC-INDECOPI 

en la que concluye que el límite señalado por el Código procesal Civil sobre los 

créditos inembargables solamente es aplicable cuando se trata de embargo, 

pero no en el caso de las compensaciones, las cuales son de libre disposición 

cuando es pactada de forma voluntaria por las partes (Expediente No. 028-

2013/CPCINDECOPI-SAM, fundamento). 

 

Hace un año atrás, la Sala desestimó una denuncia formulada por un consumidor 

cuestionando la compensación al concluir que, existe la necesidad de diferenciar 

el embargo judicialmente de haberes o pensiones, de aquellos casos en que el 

consumidor afecta libre y voluntariamente su remuneración o pensión para 

atender, en vía de compensación, sus obligaciones (Resolución Nº 1380-

2022/SPC-INDECOPI, Expediente No. 61-2021/CPC-INDECOPI-CUS). En esta 

resolución el mencionado colegiado expresamente se apartó de lo señalado por 

el Tribunal Constitucional en la Sentencia No. 670-2021 recaída en el Expediente 

No. 01796-2020-PA/TC respecto al límite establecido por el art. 648° del CPC; y 

según el cual dicha disposición normativa debe aplicarse inclusive cuando existe 
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un contrato que la contraviene10; ya que la libertad de contratar, consagrada en 

los arts. 2° (numeral 14) y 62° de la Constitución, debe interpretarse en 

concordancia con la protección del derecho a la remuneración (art.. 24° de la 

Constitución). Por ende, la potestad del banco para compensar debe ser 

interpretada en armonía con el art. 648, inciso 6) del CPC. Por ello, según el 

mencionado Tribunal, no resultaba factible que las entidades bancarias se 

apropien del íntegro de las remuneraciones. (fundamento 14).  

 

Este fundamento del Supremo Intérprete de la Constitución coincide con lo 

mencionado por la Sala de Derecho Constitucional y Social de la Corte Suprema 

(Casación 11823-2015, Lima), la cual señala: 

El art. 1290° numeral 3 del Código Civil (que prohíbe la compensación del 

crédito inembargable) y el art. 648° inciso 6) del Código Procesal Civil (que 

prohíbe embargar remuneraciones cuando no excedan de 5 URP) al ser 

normas imperativas originan que las cláusulas contractuales celebradas 

por el banco no sean eficaces. Si bien el contrato faculta al banco a cargar 

en cualquier cuenta los importes que adeudara, esta estipulación 

encuentra límites en las normas legales ya mencionadas. (fundamento 

3.14) 

Además, la Sala Suprema incluye en su análisis un fundamento que la Sala del 

Indecopi no incorpora en sus resoluciones, el cual refiere a que, según el art. 6° 

del TUO de la Ley de Productividad y Competitividad Laboral, aprobado por 

Decreto Supremo Nº 003- 97-TR y sus modificatorias, la remuneración que sirve 

de sustento al trabajador y a su familia tiene naturaleza alimentaria, por lo que la 

Constitución, en su artículo 26º, numeral 2, le otorga la calidad de “irrenunciable”. 

De esta forma, este es un derecho de prioridad sobre cualquier otra obligación 

del empleador.  

 

Ahora bien, es necesario incluir en el presente análisis a la remuneración. El 

desarrollo del problema jurídico identificado se basa en que la facultad de 
 

10  Se refiere a los contratos bancarios en los que el consumidor acepta la compensación a 
partir de aquella cuenta en que se depositen sus remuneraciones.  
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compensación los bancos que reconoce el artículo 132° de la LGSF tiene un 

límite: "no son objeto de compensación los activos legal o contractualmente 

declarados intangibles o que estén excluidos de ese derecho” (inciso 11) 

 

En este sentido, si bien los bancos pueden incluir unilateralmente en sus 

contratos por adhesión la facultad de compensar respecto a las cuentas que 

tenga el consumidor, como la cuenta de haberes, lo que debe considerarse en 

este último caso es que lo que el consumidor percibe en dicha cuenta es su 

remuneración, entendida como “aquella contraprestación que recibe un 

trabajador por los servicios prestados, la cual tiene que ser de su libre 

disposición” (Pizarro, 2018, p. 52). Es importante recalcar que, según los art. 6° 

y 39 del TUO de la LCPL, la mencionada contraprestación debe tener lugar en 

el marco de una relación laboral. 

 

Según Albán (2023), “la definición de remuneración tiene dos elementos 

importantes: ser la contraprestación por servicios prestados y ser de libre 

disposición del trabajador”. (p. 36). Respecto al segundo elemento (de libre 

disposición), el ya mencionado Pizarro (2018) afirma que se trata de “una 

garantía que resguarda al trabajador de las interferencias del empleador y de 

terceros” (p. 71). Sin embargo, además de los elementos mencionados, es 

pertinente traer a colación las siguientes características que atribuye el Tribunal 

Constitucional: acceso, no privación arbitraria, prioritario, equidad y suficiencia 

(Sentencia recaída en el Expediente N° 0020- 2012-PI/TC, fundamento 16). De 

dichas características hay dos que son relevantes para la controversia que se 

está analizando: prioritario (preferencia en el pago frente a otras obligaciones del 

empleador (en la mencionada sentencia el TC justifica dicha característica en su 

naturaleza alimentaria y su relación con el derecho a la vida y a la dignidad); y 

suficiencia (monto que garantice bienestar al trabajador y a su familia)11.  

 
11  Ambas características se desprenden de lo señalado por el artículo 24° de la Constitución: 

"El trabajador tiene derecho a una remuneración equitativa y suficiente, que procure, para él 
y su familia, el bienestar material y espiritual. El pago de la remuneración y de los beneficios 
sociales del trabajador tiene prioridad sobre cualquiera otra obligación del empleador (…)” 
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Las disposiciones normativas inicialmente tomadas en cuenta por la Sala del 

Indecopi (los artículos 1290° del CC y 648° del CPC) hacen referencia a la 

inembargabilidad y no a la intangibilidad. Esto último lo advierte Gómez (2020) 

al señalar que la finalidad de la inembargabilidad de la remuneración que sea 

inferior al límite legal es protegerla contra injerencias ilegítimas de cualquier tipo 

por parte del empleador o de cualquier tercero. Sin embargo, el mencionado 

autor considera:  

La inembargabilidad no debe ser aplicable al caso de la compensación 

bancaria debido a que, los cobros efectuados por el banco no surgen de 

un embargo; sino que, cuando el consumidor a través del contrato suscrito 

autoriza que un banco realice la compensación en su cuenta de haberes, 

se está frente a un acto de disposición libre por parte de este último 

respecto de sus propios bienes, sus propios recursos.  

 

Esto último se puede complementar con lo señalado por Ledesma (2012), quien 

hace referencia a la necesidad de diferenciar al de la compensación, puesto que 

para la autora el embargo es aquel por el que un acreedor consigue de forma 

forzosa que se dicte una medida que recaiga sobre la cuenta de remuneraciones 

con la finalidad de garantizar que se cumpla con una obligación, de forma que 

es esta afectación sobre la que recae la prohibición de afectar remuneraciones 

y pensiones menores a 5 URP; por lo tanto, es distinto el caso de la 

compensación a través de la cual es el consumidor quien de forma voluntaria y 

libre toma la decisión de afectar los fondos de su cuenta de remuneraciones o 

pensiones con el objetivo de pagar o cumplir con sus obligaciones con una 

institución bancaria. (p. 82) 

 

Asimismo, se debe considerar que las remuneraciones si bien son 

inembargables esto no permite afirmar que son intangibles ya que el TUO de 

LPCL no establece la remuneración tenga tal carácter.  
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Tomando en cuenta lo señalado se puede concluir que el consumidor al suscribir 

el contrato está autorizando a un banco a realizar compensaciones respecto a 

su cuenta de haberes ya que sobre su remuneración tiene una libre disposición, 

pudiendo de esta forma cumplir con su obligación frente al banco lo cual 

beneficia al funcionamiento de este mercado y al propio consumidor si se toma 

en cuenta su riesgo crediticio. Esto último lo comentan Ezcurra y Valencia 

(201112) quienes afirman que “la prohibición de compensar créditos bancarios 

termina por generar perjuicio a los millones de consumidores/trabajadores 

porque a fin de mes estos realizaban un pago puntual gracias al descuento 

automático y por lo tanto su riesgo crediticio era menor” (p. 52).  Lo mismo ocurre 

en el caso de Jugo (2017), quien coincidiendo con el último criterio del Indecopi 

sostiene:  

Mientras en la compensación civil se requiere de una serie de requisitos 

en la bancaria requiere únicamente de la autorización del usuario de la 

cuenta de ahorros. En cuanto al embargo, este es aplicable únicamente 

cuando sea ordenado por una autoridad competente mediante una 

resolución judicial o administrativa. (p. 66) 

 

Considero que en ellos se omite las dos características que se ha enfatizado 

anteriormente de la remuneración: prioridad y suficiencia. Si bien, el análisis 

anterior es válido debe considerarse que debe primar la protección constitucional 

que se advierte del artículo 24° de nuestra norma principal. Si el banco realiza la 

compensación sin tener en cuenta el límite de las 5 URP, no permitirá que la 

remuneración cumpla con la finalidad que animó la constituyente a establecer la 

mencionada protección. Asimismo, debe considerarse que la facultad de 

compensación la establecen los bancos en el marco de un contrato por adhesión, 

en el que los consumidores no tienen la posibilidad de negociación. 

 

 
12 Si bien los autores se refieren al débito automático y no a la compensación, existe un 

denominador en común a considerar, la autorización del consumidor para que el banco 
disponga de la remuneración. 
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En la misma línea, el Tribunal Constitucional ha sostenido (2012) que, como 

consecuencia de la intangibilidad de las remuneraciones, no es posible la 

reducción desproporcional de una remuneración, lo que fluye del carácter 

irrenunciable de los derechos de los trabajadores (Expediente No. 000520-201-

PI/TC). 

 

Otra razón interesante para cuestionar la voluntad del consumidor de aceptar 

que un banco realice cargos en su cuenta sueldo es el hecho que “la relación 

entre consumidores y bancos se da bajo el marco de la contratación masiva, 

fenómeno en el que las partes no negocian los contratos debido a que una de 

ellas presenta el contrato y la otra solo tiene que adherirse” (Del Río, 2017, p. 

92).  

 

Respecto a la contratación masiva, Durand (2012) comenta que “el cambio de la 

dinámica económica y su masificación tiene su respuesta jurídica en la 

estandarización de la contratación” (p. 102).   

 

Ambas perspectivas me permiten concluir que, actualmente, la contratación 

supone que los consumidores tengan una única opción: adherirse al contrato de 

la entidad en la que solicitan un servicio o producto, o no contratar. Esta situación 

implica necesariamente que existan fallas o vacíos al momento de analizar el 

consentimiento que brinda el consumidor en caso suscriba un contrato 

estandarizado, puesto que a pesar de que debería tener a su disposición la 

lectura del mismo de forma previa a su suscripción, no en todos los casos le será 

posible interiorizar cada cláusula a la que se adhiere y presta su conformidad. 

Ello sin contar con que el consumidor no realiza una verificación de que el 

contrato se encuentre conforme a las disposiciones normativas vigentes, ya sea 

por la longitud del contrato, la materia sobre la que versa, la confianza del 

consumidor hacia la entidad, etc. Asimismo, me permito resaltar también que 

existen distintas circunstancias situacionales de cada consumidor para contratar 

con un banco, las cuales no responden a la realidad del flujo de ingreso de los 

consumidores como clientes de forma masiva que es único y no en todos los 
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casos diferencia o hace precisiones según el tipo de cliente, y el producto o 

servicio a contratar.   
  

Por lo expuesto, considero que las características de primacía y suficiencia han 

de ser tomadas en cuenta en el análisis de la presente controversia. De esta 

forma, los bancos no podrían realizar compensaciones a partir de las cuentas de 

haberes de los consumidores, sin observar límite alguno. En todo caso, es 

necesario una reforma legislativa que permita a los bancos a realizar 

compensaciones sobre dichas cuentas sin considerar el límite de las 5 URP, lo 

cual no existió cuando se produjeron los hechos que originaron la denuncia del 

señor Lino. Como conclusión de lo señalado, en tanto el Banco de Crédito cargó 

los montos señalados en la denuncia a la cuenta de haberes del señor Lino, la 

cual es intangible debido a la naturaleza irrenunciable que les adjudica la 

Constitución a las remuneraciones, estos se realizaron indebidamente, por lo 

cual, dicho banco infringió el deber de idoneidad. 

3.3. ¿Cargaron los bancos BBVA Continental, Falabella y Ripley 

indebidamente a las líneas de crédito del denunciante determinados 

consumos no reconocidos?  

En el presente caso se imputó contra los mencionados bancos la presunta 

infracción al deber de idoneidad al haber cargado en la línea de crédito del 

denunciante las operaciones que negó haber realizado. En otras palabras, no 

hubo correspondencia entre lo que él esperaba (que los bancos no hayan 

autorizado las operaciones cuestionadas y lo que realmente ocurrió).  

 

Estas presuntas infracciones al deber de idoneidad tienen que evaluarse a la 

luz de la garantía legal, debido a que el Reglamento de Tarjetas de Crédito y 

Débito, aprobado por Resolución SBS No. 6523-2013 y sus modificatorias, 

establece un conjunto de obligaciones a los bancos que están relacionadas con 

las medidas de seguridad y otras acciones que deben efectuar dichas entidades 

para evitar la realización de operaciones fraudulentas. Al respecto, la Sala 

Especializada en Protección al Consumidor ha señalado: 
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El artículo 9° del Reglamento dispone expresamente que las empresas 

del sistema financiero pueden cargar el importe de las operaciones que 

el tarjetahabiente realice, de acuerdo con las órdenes de pago que este 

suscriba o autorice, siendo que, en el marco de un procedimiento en el 

cual se está discutiendo la autorización de tales operaciones, no es 

suficiente la presentación de prints de pantalla del sistema electrónico 

interno y/o las constancias emitidas por las empresas procesadoras de 

pago para sustentar la validez de tales transacciones” (Exp. N° 0705-

2018/CC1, considerando 13) 

 

Además, Patrón (2011) incluso señala que se debe poder advertir aquellos 

factores que no corresponden al “comportamiento natural del titular de una 

tarjeta” (p.36).  

 

Como síntesis de ambas disposiciones, considero que la insuficiencia de la 

presentación de capturas de pantalla a las que hace referencia la Sala deviene 

justamente en que los bancos deben contar con un sistema adecuado que 

permita advertir que el usuario de una tarjeta la ha utilizado de forma no 

convencional, para lo cual se pueden analizar diversos factores además del 

registro que genera la sola operación, por ejemplo: se analiza el monto de la 

operación, la hora en la que fue realizada, la frecuencia con la que el usuario 

suele realizar estas operaciones, etc. Como todo sistema que funciona de forma 

mecánica, el registro interno de los bancos no es suficiente para prevenir que el 

uso indebido de las tarjetas; por lo que es parte del servicio que brindan los 

bancos, y parte de la idoneidad del mismo, que el sistema de seguridad sea 

diseñado bajo esta perspectiva.  

 

Para realizar el análisis respectivo en el presente caso es pertinente considerar 

que el medio de pago mediante el cual se realizaron las operaciones 

cuestionadas fue una tarjeta de crédito. Esta última puede ser definida como 

aquel medio que representa el acuerdo mediante el cual se apertura un crédito 

favor de una empresa con la finalidad de que el titular de esta tarjeta contrate 
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bienes y servicios, para que de esta forma la empresa reciba a su vez una 

comisión por estos (Ghersi, 2007, p. 237). Asimismo, es necesario puntualizar 

que con el incremento significativo del uso de las tarjetas de crédito como medio 

de pago también se ha incrementado el riesgo de que con estas se efectúen 

operaciones fraudulentas. Es por ello que tanto las entidades bancarias como 

los tarjetahabientes (consumidores) tienen obligaciones que cumplir. Como ya 

se ha señalado, en el caso de los bancos la principal obligación es resguardar el 

patrimonio de aquel consumidor titular de la tarjeta; y, en el caso del consumidor, 

fundamentalmente, mantener en reserva aquella información que el banco le 

brinda con carácter secreto para la realización de transacciones. 

 

En el presente caso, dichas operaciones tuvieron lugar cuando se despojó al 

señor Lino de sus tarjetas de crédito, las cuales fueron utilizadas indebidamente 

por un tercero. 

 

Ante el hurto o robo de una tarjeta de crédito, es obligación del consumidor 

comunicar inmediatamente dicho hecho al banco para que proceda al bloqueo 

respectivo. Si ello no ocurre, el titular de la tarjeta es responsable por los 

consumos que se realicen sin su autorización. Por ello, en la evaluación que 

realice el Indecopi tiene que verificar que el banco haya validado si la tarjeta se 

encontraba activa cuando se realizaron los consumos cuestionados.  

 

Los bancos tienen la obligación de contar con mecanismos de seguridad que 

impidan la realización de las operaciones sin la autorización del titular. Por 

ejemplo, establecer mecanismos que alerten o notifiquen al titular siempre que 

realicen una operación con sus tarjetas ya sea por medio de mensajes de texto 

o por correo electrónico y que esta sea notificada ipso facto, para que de esta 

forma cada usuario pueda identificar un consumo que no ha realizado.  

 

Es debido a lo mencionado que en los casos de denuncias por falta de idoneidad 

como en el presente caso, se deben presentar medios probatorios que acrediten 

que la autorización respecto a la transacción fue válidamente realizada. Además, 
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deben contar con sistemas de monitoreo de operaciones con el fin detectar 

aquellas que no corresponden al comportamiento habitual de consumo del titular 

de la tarjeta e implementar procedimientos que permitan gestionar las alertas 

generadas por dichos sistemas de monitoreo. Respecto a esto último, la Sala 

afirma lo siguiente: 

La normativa sectorial exige que el patrón de consumo que las entidades 

del sistema financiero construyan respecto a cada uno de sus clientes, e 

integrarlo a su sistema de monitoreo, debe responder a una serie de 

factores que la entidad bancaria o financiera determine a partir del 

análisis sistemático de la información histórica del usuario” (Expediente. 

No 1416-2017/CC1, fundamento 20) 

  

En el caso del Banco BBVA, en su apelación (en primera instancia no presentó 

descargos) señaló que la transacción cuestionada tuvo lugar cuando la tarjeta 

se encontraba activa. Además, presentó como medio probatorio la impresión de 

su sistema informático denominado “Listado de Operaciones Centro Autorizador 

MC-31”, el cual registraba que la operación cuestionada fue válidamente 

realizada mediante la incorporación de OK, detallando que para ello se empleó 

la tarjeta otorgada al cliente, así como la fecha, hora, lugar y realización de esta. 

En este sentido, el hecho que la tarjeta estaba activa cuando se realizó la 

transacción y el mencionado medio probatorio generaba certeza de que la 

operación fue debidamente autorizada, por lo que correspondía desestimar la 

denuncia, tal como lo hizo la Sala en segunda instancia. 

 

En cuanto al Banco Falabella, en sus descargos y en su apelación señaló que el 

documento denominado “Consulta Log” de su sistema, que presentó como 

medio probatorio, acreditaba que la operación cuestionada fue válidamente 

autorizada ya que fue realizada cuando la tarjeta se encontraba activa, por lo 

que se registró el uso de la información contenida en dicho plástico mediante la 

glosa “Aprobado”. De esta forma, el banco sostiene que al no haber infracción al 

deber de idoneidad se debe declarar infundada la denuncia. 
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En el caso del Banco Ripley, dicho proveedor presentó como medio probatorio 

la orden consumo correspondiente a la operación cuestionada por el 

denunciante. Asimismo, se advierte que se llevaron a cabo cuando las tarjetas 

de crédito se encontraban activas y fueron efectuadas con antelación a la 

comunicación de bloqueo de las tarjetas de crédito. Por lo tanto, el mencionado 

banco alega que no infringió el deber de idoneidad, por lo que la denuncia tenía 

que declararse infundada.   

 

En consecuencia, los tres bancos cumplieron con facilitar al señor Lino el canal 

de comunicación adecuado para el bloqueo de sus tarjetas de forma oportuna, 

lo cual no sucedió debido a que se cuenta con los registros que permitieron 

identificar con claridad la fecha y hora de las llamadas del denunciante. Por lo 

tanto, respecto a este punto, se puede afirmar que pese a lo que señaló el señor 

Lino en su denuncia no se ha podido acreditar que los bancos denunciados 

hayan infringido el deber de idoneidad; es decir que hayan validado 

indebidamente las operaciones materia de denuncia. 

 

Es pertinente señalar que en el presente caso, la Secretaría Técnica de la 

Comisión, independientemente del interés de los bancos imputados en probar 

que actuaron legítimamente, en aplicación del ya mencionado Principio de 

Verdad Material (y a nuestro entender, en forma correcta), requirió a los bancos 

que presenten los medios probatorios que acrediten la adopción de medidas de 

seguridad ya mencionadas anteriormente.  

 

3.4.  Determinar si BBVA Continental, Banco Falabella y Banco Ripley no 

habrían atendido oportunamente el requerimiento de información 

presentado por el señor Lino, lo cual constituiría una infracción a los 

artículos 2º y 19° del Código de Protección y Defensa del Consumidor. 

De acuerdo con el artículo 106° del Código del Consumidor, los procedimientos 

de protección al consumidor tienen naturaleza sancionadora, por ende, la 

finalidad de estos es determinar si al proveedor contra quien se formulan cargos 
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se le debe atribuir responsabilidad administrativa por haber infringido algún 

derecho del consumidor. Sin embargo, la presunción de responsabilidad 

administrativa del proveedor será dejada de lado cuando se acredite cualquiera 

de los supuestos de ruptura del nexo causal que señala el art. 104° del Código 

del Consumidor (caso fortuito, fuerza mayor, hecho de un tercero o negligencia 

del consumidor).  

 

Es necesario recalcar que el papel del consumidor en un procedimiento 

sancionador motivado por un interés particular no mella el interés público 

presente en este tipo de procedimientos. Tal como lo señala Peláez (2014), el 

interés de un consumidor al presentar una denuncia es obtener un resarcimiento 

a su favor. Sin embargo, no tiene margen de disposición respecto a la sanción 

del infractor puesto que ésta recae únicamente en la actividad punitiva del Estado 

(p. 219-220). 

 

Entonces, una vez que un consumidor formula su denuncia en la que adjunta los 

respectivos medios probatorios, el órgano instructor (en este caso, la Secretaría 

Técnica de la Comisión) formula los cargos respectivos al proveedor al momento 

de admitirla a trámite, por haber incurrido presuntamente en una conducta 

infractora. Ante ello, el proveedor imputado tiene que presentar los medios 

probatorios que acrediten que no se le debe atribuir responsabilidad 

administrativa, ya sea porque actuó debidamente o porque acreditó cualquiera 

de los supuestos que lo eximen de responsabilidad, ya señalados anteriormente. 

Esto coincide con lo señalado por la Sala Especializada en Protección al 

Consumidor en la Resolución No. 1287-2017/SPC-INDECOPI que precisa que 

siempre recae en aquel que presenta la denuncia la carga de la prueba sobre lo 

alegado y que únicamente esta se ve invertida, es decir, recae sobre el 

denunciado, cuando se acredita efectivamente lo alegado “sea porque actuó 

cumpliendo con las normas debidas o porque existieron hechos ajenos que lo 

eximen de responsabilidad por tales defectos”. (Expediente No. 1225-2013/CC2, 

fundamento 24) 
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A tres de las entidades denunciadas se les imputó como cargo no haber 

atendido de forma oportuna los requerimientos de información que en su 

momento solicitó el señor Lino. Dichas imputaciones fueron calificadas como 

presuntas infracciones al deber de idoneidad. Similar a los cargos anteriores, 

el denunciante no encontró correspondencia entre sus expectativas (que su 

solicitud sea atendida) y el accionar de los bancos. Para analizar si hubo una 

falta de idoneidad, el análisis en este apartado se tiene que tomar como base 

el concepto de una garantía legal. Sobre esto, Flores (2022) ha afirmado que, 

una garantía es legal cuando, “por mandato de la ley o de las regulaciones 

vigentes, su cumplimiento es requisito para comercializar un producto o prestar 

un servicio”.  

 
La norma imperativa a considerar en la problemática mencionada 

anteriormente es la Circular de Atención al Usuario, aprobada mediante Circular 

No. G-184-2015 y sus modificatorias, la cual regula la atención a los usuarios 

por parte de los bancos y otras empresas supervisadas por la SBS. Según esta 

circular, dichas entidades deben atender las solicitudes de los consumidores en 

un plazo de 30 días calendario, el cual puede ampliarse siempre que sea 

justificable y previa comunicación al consumidor.  

 

Entonces para determinar si se debe atribuir responsabilidad administrativa por 

no haber atendido las solicitudes, más allá de los argumentos de defensa 

presentadas durante el procedimiento o la apelación, se tiene que verificar la 

presencia de medios probatorios que permitan acreditar que la solicitud fue 

atendida dentro del plazo ya indicado de los 30 días calendarios.  

 

Dado que ninguno de los tres bancos imputados con el cargo materia de 

análisis presentó medio probatorio alguno que permita concluir que cumplieron 

con atender las solicitudes del denunciante, se concluye que brindaron un 

servicio no idóneo (infracción al artículo 19° del Código del Consumidor), y por 

ende debieron ser sancionados. 
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3.5.  ¿Era competente la Comisión para pronunciarse sobre la denuncia 

formulada contra Telefónica del Perú? 

El artículo 105° del Código del Consumidor dispone que es Indecopi la entidad 

competente para pronunciarse sobre las presuntas infracciones a las 

disposiciones de dicha norma. En este sentido, sus órganos resolutivos tienen 

atribución para la imposición de sanciones y medidas correctivas en caso 

corresponda. Sin embargo, el mencionado artículo 105° señala que la 

competencia de Indecopi puede ser negada cuando esta sea asignada a otra 

entidad mediante una norma con rango de ley. 

 

Ahora bien, el artículo 3º, literal f), de la Ley Marco de los Organismos 

Reguladores de la Inversión Privada en los Servicios Públicos, aprobada 

mediante Ley No. 27332 y sus modificatorias, dispone que desempeñará la 

función de solución de reclamos de los usuarios dentro de los ámbitos de 

competencia cada organismo regulador, respecto a los servicios que regulan. 

Por lo tanto, y en concordancia con el artículo 24°, numeral 24.1 de la Ley de 

Desarrollo de las Funciones y Facultades del Organismo Supervisor de la 

Inversión Privada en Telecomunicaciones, aprobada por Ley No. 27336 y sus 

modificatorias, Osiptel es quien se encuentra facultado a atribuir responsabilidad 

administrativa en caso de cometan infracciones y de imponer las sanciones que 

correspondan, siempre y cuando la conducta ilícita se haya producido en la 

prestación del servicio de telecomunicaciones.  

 

También debemos considerar que el artículo 28° del Reglamento para la 

Atención de Reclamos de Usuarios de Servicios Públicos de 

Telecomunicaciones, aprobado mediante Resolución de Consejo Directivo No. 

047-2015-CD-OSIPTEL y sus modificatoria, establece lo siguiente:  

   

El usuario podrá presentar reclamos que versen sobre las siguientes 

materias: 
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(…) 

12. Contratación no solicitada: Imputación por la contratación de un 

servicio público de telecomunicaciones u obligaciones de pago por la 

prestación del mismo, sin que el usuario haya solicitado o expresado su 

consentimiento para dicha contratación.” 

 

En el presente caso, en primera instancia, la Comisión consideró que no era 

competente para pronunciarse respecto al cuestionamiento formulado por el 

señor Lino en su denuncia contra Telefónica en el sentido de que no habría 

cumplido con verificar la identidad de quien estaba adquiriendo celulares de 

forma ilícita, lo cual implica la contratación de una línea telefónica no habiendo 

sido solicitada por el denunciante, y que es a su vez una presunta infracción al 

deber de idoneidad para la cual resulta competente Osiptel. Por lo tanto, el señor 

Lino tendría que haber formulado un reclamo ante dicha empresa de telefonía, y 

en caso la respuesta de esta no haya sido satisfactoria para él hubiera procedido 

presentando un recurso de apelación con la finalidad de que se pronuncie en 

segunda instancia el Tribunal Administrativo de Resolución de Reclamos de 

Usuarios (TRASU).  

 

Todo esto debido a que la competencia de este tribunal se basa en que el hecho 

cuestionado forma parte de la prestación del servicio de telecomunicaciones. Ello 

es sumamente importante, ya que debe recordarse que, conforme al numeral 1 

del artículo 3° del TUO de la LPAG, uno de los requisitos de validez de todo acto 

administrativo es que sea expedido por un órgano competente, de no ser así, 

dicho sería nulo.  

 

Por lo tanto, al no ser la Comisión competente para pronunciarse sobre la 

presunta infracción en materia, debió declarar la improcedencia de la denuncia. 

En consecuencia, concuerdo con la decisión de la Comisión en este extremo de 

la resolución. 
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CONCLUSIONES 

El análisis realizado en el capítulo anterior me permite arribar a las siguientes 

conclusiones:  

 

Sobre las decisiones de la autoridad administrativa competente: 

 

1. No comparto la decisión de la Comisión al declarar fundada la denuncia en 

contra de Pacífico Seguros, puesto que este cumplió con lo establecido en el 

art. 14° de las Cláusulas Generales de Contratación para Riesgos Generales, 

a partir del cual al haber concurrencia de seguros la aseguradora estaba 

obligada únicamente a efectuar la cobertura de forma proporcional a la 

cantidad asegurada; además de que se dejó a salvo el derecho del 

consumidor al asegurar que otorgaría la cobertura correspondientes una vez 

se cuenten con las respuestas de los bancos.  

  

2. No comparto la decisión de la Sala del Tribunal de Indecopi en el extremo 

que declaró infundada la denuncia contra BCP por infracción del artículo 19° 

del Código del Consumidor al considerar que se encontraba facultado para 

efectuar la compensación de la deuda del cliente. Por el contrario, considero 

que el BCP incurrió en responsabilidad administrativa al haber cargado a la 

cuenta de haberes del denunciante los importes materia de denuncia, ya que 

la facultad de compensación que tienen los bancos, reconocida por La Ley 

General del Sistema Financiero, debe aplicarse teniendo en cuenta las 

disposiciones del Código Civil (artículo 1290°) y el Código Procesal Civil 

(artículo 648°).  

 

Siendo que el artículo 1290° mencionado prohíbe la compensación del 

crédito inembargable y que el artículo 648° en cuestión prohíbe embargar 

remuneraciones cuando no excedan de 5 URP- y del exceso sólo la tercera 

parte es embargable-, la cláusula contractual que, en este caso, permite la 
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compensación a partir de la cuenta de haberes resulta ineficaz y no es factible 

su cumplimiento por contravenir normas imperativas.  

 

Incluso si el consumidor ha brindado su consentimiento al banco para que 

realice la compensación a partir de su cuenta de haberes (supuesto de 

garantía explícita), sin atenerse a los límites mencionados anteriormente, 

debe considerarse que estos constituyen un supuesto de garantía legal. 

Además, estos límites encuentran su justificación principalmente en la 

protección constitucional que tienen las remuneraciones, que consta en el 

artículo 26º, numeral 2, de la Constitución, en el cual se les otorga la calidad 

de “irrenunciable”. 

 

3. Comparto la posición de la Sala del Tribunal de Indecopi respecto a la 

revocación de la decisión de la Comisión en relación a las cargas por 

consumo a la línea de la tarjeta del denunciante por parte del Banco Falabella 

y el Banco BBVA. Los medios probatorios presentados por los bancos 

denunciados acreditaron que las operaciones no reconocidas por el 

denunciante fueron válidamente autorizadas; por lo tanto, al no acreditarse 

en este extremo la afectación a los derechos del consumidor del denunciante, 

la denuncia debía desestimarse. Si bien, la Sala no pudo pronunciarse por el 

caso del Banco Ripley, puesto que no presentó recurso de apelación, se 

aplica el mismo análisis en este caso. 

 

4. Comparto la decisión de la Sala del Tribunal de Indecopi en el extremo en 

que confirma la decisión de la Sala al declarar fundada la denuncia contra los 

bancos por no atender los requerimientos de información. Dado que no 

presentaron ningún medio probatorio que acredite que sí hubo respuesta a 

las solicitudes remitidas por el denunciante en el plazo establecido de 30 días 

calendario conforme a la Circular No. G-184-2015 y sus modificatorias, 

aplicable a la atención a los usuarios por parte de los bancos y otras 

empresas supervisadas por la SBS, sí correspondía atribuirles 

responsabilidad administrativa.  
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5. Comparto la decisión de la Comisión al haber declarado improcedente la 

denuncia contra Telefónica por la presunta infracción del artículo 19° del 

Código del Consumidor. Ello está justificado en el artículo 24°, numeral 24.1 

de la Ley de Desarrollo de las Funciones y Facultades del Organismo 

Supervisor de la Inversión Privada en Telecomunicaciones, mediante el cual 

Osiptel es quien está facultado a atribuir responsabilidad administrativa por la 

comisión de infracciones y de imponer las sanciones correspondientes, en 

tanto la conducta ilícita se produjo en la prestación del servicio de 

telecomunicaciones.  

Sobre las instituciones jurídicas en controversia analizadas en el caso:  

 

1. Sobre el principio de Verdad Material, y su cumplimiento, considero que la 

Comisión debió recabar los medios probatorios necesarios y evaluarlos de 

forma integral y exhaustiva con la finalidad de determinar si existió una 

conducta infractora por parte de Pacífico Seguros. Sin embargo, sí se 

solicitaron los medios probatorios necesarios respecto de los consumos 

cargados después del robo de sus tarjetas, lo que permitió probar que se 

encontraban activas al momento del consumo.  

 

2. Sobre el deber de idoneidad:  

 
• Respecto de las infracciones imputadas a los bancos BBVA Continental, 

Falabella y Ripley por los supuestos cargos indebidos a la línea de crédito 

del señor Lino, considero que el análisis de cumplimiento fue realizado 

correctamente debido a que la autoridad solicitó la presentación de los 

medios probatorios pertinentes para acreditar que los consumos debieron 

ser cargados o no por parte de los bancos, ello en base al principio de 

Verdad Material, lo cual es imprescindible para determinar si hay 

correspondencia entre lo que el consumidor espera y lo que recibe.  

• Respecto de los requerimientos de información, considero que el deber 

de idoneidad fue correctamente evaluado debido a que ninguno de los 
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bancos presentó medios probatorios para comprobar que atendieron 

dichas solicitudes oportunamente. En ese sentido, no se cumplió con el 

deber de idoneidad al no recibir el consumidor las respuestas que 

esperaba. 

• Respecto de la infracción imputada al BCP, considero que el análisis de 

del deber de idoneidad debió evaluarse tomando en cuenta que la facultad 

de compensación que tienen los bancos, reconocida por La Ley General 

del Sistema Financiero, se rige por las disposiciones del Código Civil 

(artículo 1290°) y el Código Procesal Civil (artículo 648°). Sin embargo, 

este marco normativo no toma en cuenta aquellos casos en que el 

consumidor requiere disponer de su remuneración como garantía ante el 

banco respecto a productos financieros que este último ofrece.  

 

3. Respecto de la figura de la compensación en cuentas de haberes, considero 

que no ha sido evaluado por la autoridad administrativa que, además de la 

regulación correspondiente, debe tomarse en cuenta también la voluntad del 

consumidor de decidir respecto a su remuneración: si bien el consumidor 

firma un contrato con los bancos, debe considerarse que se trata de un 

contrato de adhesión sobre el cual el consumidor no tiene poder de 

negociación. Por ello, considero que debe modificarse la relación comercial 

entre los bancos y el consumidor, de forma que las condiciones sean 

realmente transparentes y el consumidor tenga capacidad de elección.   

 

Existe un vacío normativo en nuestro ordenamiento jurídico respecto a la 

posibilidad de que los consumidores puedan autorizar, partiendo de su 

autonomía, que un banco pueda disponer de sus remuneraciones para poder 

compensar una vez que estas últimas hayan ingresado a su cuenta de 

haberes. Cabe recalcar que el objetivo sobre la problemática de la 

compensación en cuenta de haberes no es que el consumidor vea 

perjudicadas sus posibilidades de acceso al crédito, sino la primacía de velar 

por todos sus intereses (entre ellos, la intangibilidad de la remuneración y su 

libertad de formar relaciones comerciales) en cumplimiento de la normativa. 
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Por todo la anterior, de una lectura integral de la legislación laboral, 

constitucional, civil y procesal para terminar por comprender el ánimo por 

parte de nuestro legislador al estipular la inembargabilidad de la 

remuneración por debajo del límite legal, optando por tutelarla frente a 

cualquier intrusión ilegítima por parte del empleador o de cualquier tercero, 

considero que no debería haber una diferencia entre lo dispuesto en el fuero 

procesal-judicial y los límites del embargo conforme normativa, sino que la 

inembargabilidad debe ser aplicable y regulada también en el Código del 

Consumidor, debido a que conforme al principio de equidad, mientras exista 

el mismo objetivo de proteger los intereses de la persona, el derecho 

acoplarse y dinamizarse  con la finalidad de abordar todos los supuestos 

sobre los que recae su protección, esto es incluyendo las relaciones 

comerciales, como se da en el presente caso.  
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ANEXOS 

A efectos de facilitar a los miembros del jurado la evaluación del informe, se 

adjuntan como anexos las partes más relevantes del expediente materia de 

análisis: 

 

− Denuncia presentada a Indecopi 

− Resolución de la Comisión de Protección al Consumidor de la Sede Lima 

Norte del Indecopi 

− Resolución de la Sala Especializada en Protección al Consumidor 
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